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Megaminería a cielo abierto, 
conservación y conflicto 

social en México

Eduardo Juárez León1

Alba E. Gámez2

Manuel Ángeles Villa3

Resumen

En este artículo se presenta una mirada al extractivismo minero en 
México y a las contradicciones, disputas y conflictos entre la sociedad 
civil y los grupos económicos que lo representan. Esa situación se ilus-
tra con el caso de Baja California Sur (bcs), en el noroeste de México, 
cuyo valor ecosistémico es alto por la variedad de endemismos deriva-
dos de su condición semi-insular, de manera que casi la mitad del terri-
torio está bajo alguna categoría de protección ambiental. Sin embargo, 
un reciente proceso de extractivismo pone en riesgo sus ecosistemas 
y privatiza espacios añejamente vistos por la ciudadanía como bienes 
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comunes con las consabidas contradicciones ambientales, sociales y 
económicas que ello implica. Entre lo anterior, desde hace unos años, 
se ha impulsado más de una decena de propuestas de proyectos para la 
explotación (incluso en áreas naturales protegidas) de la megaminería 
de oro a cielo abierto, lo que contraviene las políticas de conservación 
y, por la contaminación potencial de los acuíferos (principal fuente de 
abastecimiento), la viabilidad misma de la vida en la región.

1. Introducción

La minería es una actividad compleja que abarca desde sencillos pro-
cesos de extracción superficial hasta una más tecnificada explotación 
de minerales. Dividida como metálica, no metálica y energética, otra 
clasificación se refiere a si los minerales son concesibles o no con-
cesibles. Los primeros son aquellos que sólo pueden ser explotados 
con permiso o concesión expresa, como es usualmente el caso del 
oro, plata, plomo, cobre, zinc, y carbón, entre otros; mientras que los 
minerales no concesibles son básicamente los que se utilizan para la 
construcción, como arena, mármol, grava y sal, entre otros.

Si bien la importancia de la minería para el desarrollo humano y el 
crecimiento económico es clara, la implementación de esa actividad 
a gran escala ha sido muy cuestionada en los últimos años. Ello por 
sus efectos adversos sobre el medio ambiente en forma de contami-
nación, alteración de los flujos ecosistémicos, así como trastorno de 
las economías comunitarias y fuentes de sustento de las poblaciones 
locales; efectos que frecuentemente son irreversibles, lo que ha gene-
rado procesos de conflicto social.

En este texto se da cuenta del extractivismo minero en México y 
de las contradicciones, disputas y conflictos entre la sociedad civil, 
grupos económicos y autoridades encargadas de administrar y con-
servar los recursos naturales. Esa situación se ilustra con el caso de 
Baja California Sur (bcs), entidad en el noroeste mexicano que enfrenta 
crecientes procesos de asentamiento de empresas mineras en regiones 
de alto valor ecosistémico formalmente reconocidas bajo esquemas 
de protección ambiental. Para ello, se acudió a los planteamientos 
teóricos sobre extractivismo y apropiación por desposesión, se revi-
saron datos del comportamiento de la minería en México y (con base 
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en fuentes gubernamentales y prensa) de los conflictos derivados de 
la explotación de minerales en zonas del país y América Latina. Lo 
anterior sirvió de contexto para el análisis del impacto de la minería 
en Baja California Sur y su relación con el descontento social y la 
afectación al medio ambiente. 

El artículo está dividido en cuatro secciones. En la primera parte 
se ofrece una revisión de los conceptos de extractivismo y de apropia-
ción por desposesión, a efecto de contextualizar conceptualmente el 
desarrollo del texto. En la segunda se hace una revisión del proceso de 
crecimiento de la minería en el país para poner en perspectiva la nueva 
dinámica de explotación de metales preciosos. La tercera parte ofrece 
un panorama de las disputas en torno al tema de minería y conserva-
ción. Una cuarta sección se aboca a la situación de la megaminería y el 
conflicto social que ha significado en Baja California Sur. Por último, se 
incluyen algunas consideraciones sobre el efecto de la minería a cielo 
abierto para Sudcalifornia, que dista de ser una solución económica o 
ambiental de crecimiento o desarrollo para la región; especialmente 
si se consideran casos en los que, como Costa Rica, la apuesta por la 
conservación le ha permitido ser motor de su economía, lo que para 
Baja California Sur (bcs) podría ser no sólo deseable sino viable.

2. Apropiación y extractivismo

La apropiación del espacio y los recursos naturales para fines mer-
cantiles fundamentados en la generación de ganancia ha sido un ele-
mento constitutivo del expansionismo capitalista desde los inicios 
de esa formación social, hace más de 500 años. La teorización de esos 
procesos ha dado frutos en la elaboración de diferentes conceptuali-
zaciones, en función de la diversidad de las características históricas 
y socioespaciales en diversas regiones del globo. Dos de ellas son la 
acumulación por desposesión, del geógrafo inglés David Harvey, y el 
nuevo extractivismo, de raíz latinoamericana. En ambas vemos más 
similitudes que diferencias.

En el primer volumen de El capital, Marx describió en detalle el 
caso inglés, en los albores del capitalismo, en términos de “la llamada 
acumulación primitiva”, caracterizada por el cercamiento y privatiza-
ción de las tierras de uso común y, de ahí, la producción de un proleta-
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riado sin otra forma de sustentar la vida que emplearse por un salario en 
las fábricas de la Revolución Industrial. A partir de esa explicación de 
Marx (y los posteriores aportes de Rosa Luxemburgo y Trotsky), David 
Harvey (2004) acuñó la frase “acumulación por desposesión” para ana-
lizar el tipo de acumulación que emplea mecanismos extraeconómicos, 
frecuentemente ilegales, que actualmente son elementos esenciales y 
permanentes del capitalismo. La idea es que los mercados, para su pro-
vechoso funcionamiento, requieren apoyarse en fuerzas formalmente 
ajenas a ellos, por ejemplo, el Estado (Harvey, 2004:112)4.

Eduardo Gudynas es, sin duda, uno de los más destacados y prolífi-
cos autores sobre temas de extractivismo en América Latina, donde —
sostiene— sigue siendo uno de los pilares de las políticas de desarrollo 
(en especial) en Sudamérica. Los gobiernos progresistas instalados en 
la región desde los años noventa han generado una nueva modalidad, 
“un híbrido de nuevos y viejos atributos” (Gudynas, 2009: 221) que, 
en el caso de la minería, capta una mayor proporción de los ingresos 
derivados de la exportación de metales para el fortalecimiento de sus 
programas sociales. Pero este “neo-extractivismo” sigue siendo una 
forma subordinada de inserción en la economía global. En consecuen-
cia, se adoptan criterios neoliberales tales como “competitividad, la 
eficiencia, maximización de la renta y externalización de impactos” 
(Ibíd.).

De esa forma, el extractivismo se concibe como indispensable para 
combatir la pobreza y promover el desarrollo, agravando en ocasiones 
los impactos sociales y ambientales de los sectores extractivos. A juicio 
nuestro, donde Gudynas difiere fuertemente de Harvey puede ser en 
su condena de la modernidad y la “obsesión con el progreso”, pero las 
ideas que aquí expresa no estarían fuera de lugar en la discusión que 
Harvey hace del crecimiento compuesto, una “contradicción peligrosa” 
del capitalismo (Harvey, 2014, cap. 15). Por tanto, las dos conceptua-

4.	 Para Harvey, nuevos mecanismos de acumulación por desposesión son: a) el 
desarrollo de los derechos de propiedad intelectual y la creación de patentes sobre 
el material genético; 2) la depredación de los comunes globales (aire, agua y tierra) 
por la agroindustria; 3) la corporativización de activos anteriormente públicos (agua, 
educación, servicios públicos) y 4) la desaparición de los marcos regulatorios de suerte 
que los derechos a una pensión estatal, el servicio nacional de salud, y el bienestar están 
bajo ataque. Estos nuevos fenómenos constituyen “una nueva ola de ‘cercamiento de 
los comunes’” (Harvey, 2004: 115), equivalente en sus alcances a la descrita por Marx.



[ 179 ]

Megaminería a cielo abierto, conservación y conflicto social en México

lizaciones son de utilidad en el análisis de los efectos de la actividad 
minera, en particular en su guisa de “extractivismo depredador”.

Recientemente, Azamar y Ponce (2014) han subrayado que Latino-
américa (y México) han sufrido en lo que va del siglo “una extracción 
desmedida de minerales” destinada a los mercados de exportación, 
dejando atrás graves problemas socioambientales, sin robustecer las 
economías locales. Siguiendo a Gudynas (2009), los autores ofrecen 
una útil clasificación de la actividad minera en tres tipos: el extracti-
vismo depredador “indispensable para mantener los actuales estilos de 
desarrollo” (Gudynas, 2012, citado en Azamar y Ponce, 2014:146). Existe 
también un extractivismo “sensato” que, con rigurosas regulaciones 
ambientales, genera empleos con buenas condiciones de trabajo; así 
como un extractivismo “indispensable” que no busca la generación 
extraordinaria de ingreso, sino el necesario para cubrir las necesida-
des básicas.

Pese a la existencia de alternativas menos onerosas que el extracti-
vismo depredador, en este texto respaldamos la recién citada aprecia-
ción de Gudynas en el sentido que lo que priva ahora es precisamente 
lo más dañino en términos socioambientales. Así, la enorme expan-
sión reciente de la superficie concesionada en México, en particular 
para proyectos australianos y, principalmente, mineras canadienses 
muestra, como señalan Azamar y Ponce (2014:155), que la acumulación 
primitiva y el extractivismo son indisolubles. Enseguida se presenta 
una reseña de la minería en México que muestra los patrones de su 
crecimiento. 

3. El crecimiento de la minería en México

En los últimos 25 años ha ocurrido una fase expansiva mundial de la 
minería. Una división de la inversión en exploración minera a nivel 
global en cuatro etapas muestra una primer fase de expansión, de 1990 
a 1997, que culmina con la crisis de los mercados emergentes; de 1998-
2002 descienden las cotizaciones internacionales de los minerales y 
la inversión; luego inicia el llamado súper ciclo de los minerales que 
tuvo su auge en 2008 y 2012; por último, a partir de 2013 hay “meno-
res presupuestos de exploración a nivel global, mercados financieros 
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restrictivos y caídas en las cotizaciones, tanto de los metales de base 
como de los preciosos” (CooperAcción 2016). 

Lo anterior se relaciona estrechamente con la distribución de los 
costos y beneficios de la actividad minera a escala mundial. El con-
sumo de minerales está también concentrado: los países desarrollados 
absorben 70% del aluminio, cobre, oro, y níquel, 58% del petróleo, 48% 
del gas natural y 37% del carbón, pese a que representan solamente 
16% de la población mundial. Asimismo, las empresas dedicadas a la 
minería usan de 7 a 10% de la energía mundial, aunque producen 1% 
del PIB mundial y aportan aproximadamente 0.5% de los empleos en 
el planeta (segob, 2014).

Si bien la minería se da también en los países desarrollados, es en 
los emergentes y en vías desarrollo donde la extracción de su materia 
prima ha crecido más cada vez, desarrollándose incluso en regiones 
remotas o que eran, hasta hace poco, zonas protegidas. La relocali-
zaron de los destinos de inversión minera al finalizar el siglo xx ha 
colocado a América Latina en el primer lugar: de recibir poco más de 
10% del total de la inversión minera, a 2014 lo hace en 25% por encima 
de América del Norte, Oceanía, África y Asia. Adicionalmente, México, 
Chile, Perú y Brasil se encuentran entre los diez principales destinos 
de la inversión minera en el mundo, equivalentes a 80% de la inversión 
en América Latina (CooperAcción 2016).

En particular, en términos ambientales, la minería de oro a cielo 
abierto figura entre las mayores amenazas a la diversidad biológica, al 
generar desperdicios contaminados —la contaminación de las aguas 
con sustancias altamente tóxicas es un ejemplo; en un contexto de 
crisis mundial, argumentos económicos han sido adelantados para 
justificar la intensificación y extensión de la actividad minera—. El 
emplazamiento de las minas, generalmente ubicado en zonas alejadas, 
es acompañado de infraestructura y empleos que se perciben como 
opción de desarrollo ante la marginación de poblaciones rurales. Sin 
embargo, la calidad y duración de los empleos son cuestionables en la 
medida que dependen de la temporalidad de la explotación de los yaci-
mientos, mientras que los efectos adversos se vuelven permanentes.

Las empresas mineras canadienses, consideradas líderes mundia-
les en este sector, han sido crecientemente cuestionadas por desastres 
ecológicos como el sucedido en Guayana, donde se reventó la presa de 
jales de la mina Omai, derramando 3.2 billones de litros de desechos 
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cianurados al río Essiquibo; o en Filipinas, donde un túnel de drenaje 
de una presa de jales se colapsó, arrojando material tóxico al cauce 
del río Boac (Rights Action, 2014).

En 2013, México tenía un registro de 267 empresas mineras ope-
rando 870 proyectos con capital extranjero. Empresas de tres países 
significaban casi 90% de la inversión: 69.3% empresas eran de capital 
canadiense, Estados Unidos le seguía como más importante en cuanto 
al origen de la inversión con 17% de las compañías mineras, y China 
ocupaba el tercer lugar con 9 compañías o 3%. La inversión canadiense 
en la minería mexicana en 2013 fue de 6,575.8 mil millones de dólares 
(mdd), distribuyendo 2,010 mdd a nuevos proyectos, 1,323 mdd a maqui-
naria y 708.7 mdd a exploración (Servicio Geológico Mexicano, 2014).

De los 870 proyectos que se operaban en 2013, 573 de ellos (66%) 
estaban asociados a la extracción de metales preciosos. En términos de 
volumen de la producción en 2013, 76.8% correspondió a la producción 
de la minería metálica, es decir 201.4 mmp. Los principales minerales 
extraídos fueron oro (26%), plata (21.6%) y cobre (17.1%), que repre-
sentaron 64.7% del valor de la producción minera mexicana, pese a 
que ese año su valor disminuyó 9.9% respecto al anterior. En términos 
absolutos, en 2013 el valor de la producción a precios corrientes fue 
de 262.3 millones de dólares (mdd), mismo que contrasta con 291.1 
mdd correspondientes a 2012 (Servicio Geológico Mexicano, 2014). Si 
bien hubo un crecimiento en la producción de oro de 1.4% ese año, la 
caída de los precios del oro en el mercado internacional se reflejó en 
una reducción de 18.6% del valor de la producción aurífera mexicana 
y de 20% de la plata. 

Al 31 de diciembre del 2013 se registraban 26,002 concesiones mine-
ras sobre una superficie de 29’746,281 hectáreas, lo que representa 
15% de la extensión del territorio mexicano. De los 32 estados que 
componen el pacto federal, en 25 de ellos (78%) hay presencia de pro-
yectos mineros con capital extranjero. Sonora es uno de los estados 
que aporta más a la producción de esta actividad: es primero en pro-
ducción de oro y destaca también en la producción de plata y cobre, 
entre otros minerales (Servicio Geológico Mexicano, 2014).

Los cambios en la legislación mexicana que abrieron el sector 
minero a la inversión extranjera y la entrada en vigor del tlcan rápi-
damente tuvieron resultados en ese estado. En 1995 más de 70 compa-
ñías extranjeras, en su mayoría canadienses y estadounidenses, habían 
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establecido oficinas en la ciudad capital, Hermosillo; en 2013 el número 
ascendía a 212, posicionando a Sonora como el estado con mayor pre-
sencia en términos de inversión minera. Chihuahua, con 115 compañías, 
ocupa el segundo sitio nacional y Durango, con 99 empresas, es el 
tercero en importancia (segob, 2014).

En 2015 cuatro metales aportaron casi 80% del valor total nacional: 
oro con 34.1%, cobre con 19.7%, plata con 18.5%, y zinc con 6.5%. Sin 
embargo, la caída de los precios internacionales y la reducción de la 
producción minera nacional significó una contracción de los indicado-
res por tercer año consecutivo, al pasar de 14,820 millones de dólares 
en 2014 a 13,469 millones en 2015, una reducción de 9.1% (CAMIMEX, 
2015:13). Con excepción de la participación en el empleo (1.2%) y recau-
dación de nuevos derechos (2.8%), el sector minero tuvo una situación 
deficitaria en divisas generadas (14.5%), balanza comercial (23.8%), 
nuevas plazas laborales (50.8%), inversión total (6.4%), inversión en 
exploración (38.3%), e inversión extranjera directa (100%). No obs-
tante, la producción minera nacional de oro reportó un crecimiento de 
14.4% respecto a 2014, que significó 4.3 millones de onzas; un volumen 
cinco veces más que en 2001 (756 mil onzas) e implicó que México esté 
en los primeros ocho países productores de oro en el mundo (CAMI-
MEX, 2014:15 y 16). Casos como el de la empresa Goldcorp explican 
ese crecimiento: Peñasquito (Zacatecas) tuvo en 2015 un récord de 298 
mil onzas de oro, 78% más que en de 2014 lo que la llevó a aumentar 
en 27.4% su extracción de oro en México (Sánchez, 2015).

En un contexto de crisis económicas recurrentes, creciente desem-
pleo y escasez de recursos para la creación de infraestructura, la inver-
sión extranjera representa una salida atractiva que potencia los benefi-
cios de corto plazo derivados de la explotación de recursos minerales. 
Sin embargo, se minimizan las implicaciones en el mediano y largo 
plazos derivados de una escasa capacidad y voluntad institucionales 
para vigilar y controlar los efectos socioeconómicos y ambientales 
adversos.
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4. Las disputas en torno a la megaminería y la conservación

La reciente ola de protestas en contra de la exploración y explotación 
de estos proyectos ha tomado a la industria por sorpresa y generado 
nuevos movimientos solidarios entre las comunidades. En América 
Latina, casos como Espinar, cerca de Cusco en Perú desde 2001, han 
sentado precedente respecto al establecimiento de un movimiento 
organizado con grupos de trabajo que reivindican los temas de medio 
ambiente, la responsabilidad social de la empresa y el desarrollo y 
producción (Cooperacción et al. 2016). 

En Baja California Sur, la organización en contra de la megaminería 
para evitar la contaminación de los recursos hídricos y el aire ha sig-
nificado la suspensión de algunos proyectos mineros. Como reacción, 
las empresas mineras han desarrollado esquemas de promoción dife-
rentes de sus nuevos proyectos, en los que se resaltan los beneficios 
económicos y la responsabilidad ambiental de las empresas (Martínez, 
2015) y que, incluso, implican aportes concretos como becas escolares, 
computadores, cajas de mercadería, arreglo de caminos, desarrollo de 
eventos culturales gratuitos, financiamiento de pequeños emprendi-
mientos o proyectos comunitarios, e inversiones en salud y educación, 
entre otros (Énfasis, 2015). Sin embargo, las localidades mineras no han 
logrado salir de la pobreza, mientras que, en muchos casos, las relacio-
nes entre empresas y comunidades locales se han deteriorado, lo que 
ha dado pie a la multiplicación de conflictos sociales y ambientales 
en los últimos años (Proceso, 2015). En la tabla 1 se muestran algunos 
conflictos ocasionados por el establecimiento de proyectos de mega-
minería en México.

Tabla 1
México. Entidades con conflicto por proyectos de megaminería

Entidad Empresa(s) involucrada(s) Organizaciones sociales en lucha

Chiapas El Caracol de Blackfire 
Exploration

Frente Cívico de Chicomuselo

Geometales del Norte Otros Mundos

Linear Gold Corp. Eco Sur

Fronteer de México
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Entidad Empresa(s) involucrada(s) Organizaciones sociales en lucha

Coahuila Grupo México, Peñoles, 
Mexichem, Altos Hornos de 
México (ahmsa).

Centro de Reflexión de Acción Laboral 
(CEREAL).

Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín. 
Pro Juárez

Fomento Cultural y Educativo

Durango Minera canadiense Excellon 
Resources. Grupo Peñoles

ProDESC

Guerrero Complejo minero Los Filos de la 
empresa canadiense Gold Corp

Procesos Integrales para la Autogestión de los 
Pueblos (PIAP).

Centro de Derechos Humanos para la Montaña 
Tlachinollan.

Red Mexicana de Afectados por la Minería 
(REMA).

Consejo Regional de Autoridades Agrarias por la 
Defensa del Territorio y en contra de la Minería 
y de la Reserva de la Biósfera en la Montaña de 
Guerrero y Costa Chica.

Coordinadora Regional de Autoridades 
Comunitarias (CRAC).

Oaxaca Minera Cuzcatlán de la 
compañía canadiense Fortuna 
Silver Mines Inc.

Coordinadora de Pueblos Unidos del Valle de 
Ocotlán (CPUVO)

Natividad filial de la Canadiense 
Continnum Resources Minera 
Plata Real de la minera 
canadiense Gold Corporation.

Unión de Comunidades Indígenas de la Zona 
Norte del Istmo (UCIZONI)

San Luis 
Potosí

First Majestic Silver Corp. Frente Amplio Opositor a Minera San Xavier 
(fao).

Pro San Luis Ecológico

Asamblea Nacional de Afectados Ambientales

Frente en Defensa de Wirikuta.

Asamblea Nacional de Afectados Ambientales.

Sonora Cananea. Mina Buenavista del 
Cobre del Grupo México

Red Mexicana de Afectados por la Minería 
(REMA)

Movimiento Mexicano de Afectados por las 
Presas y en Defensa de los Ríos (MAPDER)

Proyecto sobre Organización, Desarrollo, 
Educación e Investigación (PODER)

Comité de Cuenca del Río Sonora

Veracruz Proyecto minero Caballo Blanco 
de las compañías canadienses 
Gold Corp. y Timmins Gold 
Corp.

La Vida

Red de Información y Acción Ambiental de 
Veracruz (RIAVER)

Fuente: segob (2014).
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Al visibilizarse los conflictos, la confianza inicial comienza a debi-
litarse; sin embargo, en la mayor parte de los casos ya están otorgadas 
las autorizaciones ambientales y se han diluido los lazos que articu-
laban la vida social antes de la llegada de la minera, con lo cual las 
posibilidades organizativas se vuelven remotas. En estos escenarios se 
esperaría que las autoridades gubernamentales mediaran para hacer 
prevalecer el estado de derecho y el cumplimiento de las garantías 
constitucionales mínimas, como el derecho a la vida y a un medio 
ambiente libre de contaminación. Sin embargo, en los casos mexica-
nos, la efectiva oposición a los grandes proyectos mineros ha partido 
de la organización social.

Así, la movilización de los pueblos wixarikas en Nayarit es lo que 
hizo posible la suspensión provisional en el recurso de amparo a la 
concesión de territorio, que esa comunidad indígena considera como 
sagrado, a la empresa minera canadiense First Majestic Silver. Por su 
parte, la organización de los pueblos de la montaña de Guerrero favo-
reció que el Registro Agrario Nacional aceptara tres actas de asam-
bleas de distintas comunidades oponiéndose a los proyectos mineros 
en el territorio que comprende sus ejidos o comunidades. De igual 
manera, el amparo indirecto presentado por San Miguel del Progreso 
en contra de concesiones mineras en la montaña de Guerrero tuvo 
una resolución favorable.

La tendencia mundial al reconocimiento de los derechos colecti-
vos indígenas y de los pueblos como sujetos para ejercer su libre deter-
minación encuentra una barrera respecto a las concesiones mineras. 
En los últimos años se ha registrado un incremento de la extracción 
de recursos naturales mineros que derivan, en algunos casos, en la 
realización de proyectos de gran envergadura en territorios indígenas. 
De acuerdo con la Comisión Económica para América y el Caribe, 
México es uno de los cuatro países de América Latina que acumulan 
más conflictos socioambientales provocados por empresas mineras 
en cuanto a contaminación, restricción o escasez de agua, falta de 
consulta previa a las comunidades, disputas territoriales, desplaza-
miento de pueblos originarios, cambios de uso de suelo, violaciones de 
derechos humanos e incumplimiento de políticas de responsabilidad 
social corporativa, pero también por la repartición de rentas e ingresos 
tributarios provenientes de las actividades mineras (González, 2013).
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El caso más paradigmático de esos conflictos por las repercusiones 
generadas en el ámbito socioeconómico y ambiental, y que ha deve-
nido en movimientos de carácter social, lo representa el derrame de 
40 millones de litros de sulfato de cobre acidulado en el río Bacanuchi 
del estado de Sonora por la mina Buenavista del Cobre, subsidiaria 
de Grupo México en agosto de 2014 (semarnat, 2015). Esta catástrofe 
ambiental no ha sido atendida con la seriedad que el caso amerita por 
la compañía minera, ni por las instituciones federales encargadas de 
garantizar el buen uso de los recursos de la nación. La empresa no 
cuenta con el programa de remediación ambiental para atender a las 
siete comunidades afectadas (Arizpe, Banámichi, Huepac, San Felipe 
de Jesús, Aconchi, Baviácora y Ures) y a las más de 22 mil personas 
que habitan esa región. 

Con todo, para atender las afectaciones ocasionadas por el derrame 
de sulfato de cobre en los Ríos Sonora y Bacanuchi se creó un fidei-
comiso denominado “Río Sonora”, con la finalidad de servir como 
fuente y medio de pago para llevar a cabo las medidas de reparación 
y/o compensación de los daños al ambiente. El monto asignado fue 
de dos mil millones de pesos, que representa 0.013% de los ingresos 
brutos que recibió la empresa minera en 2014 (semarnat, 2015)5. Sin 
embargo, la aplicación de los recursos no ha sido suficiente: por ejem-
plo, los productores de cacahuate de la zona obtenían ingresos por 
65 mil pesos por hectárea cosechada y solamente recibieron 10 mil 
pesos de indemnización. Por ello, los Comités de Cuenca afectados 
interpusieron cinco amparos contra Buenavista del Cobre, semarnat, 
profepa, sagarpa, conagua, la Secretaría de Salud, cofepris y el titular 
del ejecutivo federal para exigir que cumplan con su deber de garantes 
de la reparación de los daños (Hernández, 2015).

5.	 El Fideicomiso se constituyó con recursos aportados por empresas subsidiarias de 
Grupo México (Buenavista del Cobre, S.A. de C.V. y Operadora de Minas, S.A. de C.V.). 
Es administrado por Nacional Financiera y tiene un Comité Técnico (presidido por la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales) que aprueba las erogaciones y 
pagos que se realicen.
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5. Megaminería y conflicto social en Baja California Sur

La actual actividad minería de Baja California Sur se basa en minería 
no metálica, principalmente en los municipios de La Paz y Mulegé, 
correspondiente a sal, yeso y fosforita. Si bien Baja California Sur 
tiene una historia minera que se remonta a los procesos de extracción 
por galerías en el siglo xix, fundamentalmente con inversión extran-
jera y dedicada al mercado de exportación, la nueva actividad minera 
metálica que se ha promovido en la última década requiere procesos 
extractivos y metalúrgicos distintos a los tradicionales. Actualmente, 
11.34% del territorio estatal está dedicado al aprovechamiento minero 
a través de 209 concesiones (Sistema Geológico Nacional, 2015).

En ese aspecto, no hay una industria que la abastezca de procesos, 
sustancias, equipos y maquinaria; ni procedimientos fiscales o de regu-
lación conocidos por las autoridades públicas locales. Ello implica que 
no habría impactos significativos en la estructura del mercado interno, 
pues la inversión minera tendría que importar sus suministros, emu-
lando los esquemas de inversión de enclave del pasado. 

Dichos procesos requieren el uso de químicos que podrían conta-
minar el medio ambiente y en especial los acuíferos de las áreas en las 
que los proyectos pretenden operar (cmsr, 2014). La extracción de oro y 
plata del pasado tiene contaminado al presente miles de hectáreas alre-
dedor de los yacimientos y más de 40 pozos de agua con altos niveles 
de arsénico, por lo que el Colegio de Médicos de Baja California Sur ha 
llamado la atención sobre los riesgos para la salud de desarrollar una 
minería aún más intensiva que la decimonónica (Rojas, 2014).

Actualmente, el oro se encuentra en cantidades pequeñas y espar-
cido en forma de partículas por la tierra, lo que implica una extracción 
a gran escala y a través de minería a cielo abierto. El municipio de La 
Paz tiene el mayor porcentaje de concesiones mineras de oro esta-
tales, con cerca de 70%; es en esa región donde se asienta la mayor 
población del estado. La explotación de oro a cielo abierto propuesta 
por la empresa Los Cardones en el área protegida de la Reserva de la 
Biosfera la Sierra de la Laguna, y por la Compañía Minera Pitalla en la 
zona contigua, ubicados en la parte sur del estado generaron el mayor 
descontento y manifestaciones sociales en contra de los proyectos de 
megaminería a cielo abierto.
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Lo anterior, por ser la zona serrana en que se encuentran los yaci-
mientos; además de que es también sitio de recarga de los acuíferos. 
Atendiendo a las condiciones de aridez del territorio y ausencia de 
cuerpos superficiales de agua, los acuíferos (con agua fósil) son la 
fuente fundamental de agua en el estado para las actividades humanas 
y productivas. Así, surgió una red de organizaciones y actores socia-
les, a la que se unieron representantes de sectores económicos como 
el turismo, la ganadería y la agricultura (Rojas, 2014). De acuerdo a 
la manifestación de impacto ambiental de los proyectos, la empresa 
Pitalla tiene concesionadas poco más de 46,000 hectáreas (ha) y los 
Cardones 3,700 ha, el mineral a procesar en 10 años, sería de 112 millo-
nes de toneladas (ton) para la primera y 201 millones de ton para la 
segunda (mas, 2014).

En cuanto al uso de metales pesados, ambas compañías procesa-
rían 11 mil toneladas por día con cianuro, utilizando 14.5 toneladas de 
cianuro por día; el tajo a cielo abierto sería de 97 ha de ancho y 350 
metros de profundidad para el caso de Los Cardones y de 54 ha de 
ancho y 350 metros de hondo para Pitalla; y se utilizarían de 40 a 80 
toneladas de explosivos por día para Los Cardones, y de 20 a 40 para 
el caso de Pitalla. La asociación civil Medio Ambiente y Sociedad 
estima la emisión de 37 millones de toneladas de mineral molido, con 
cianuro, arsénico, metales pesados y elementos radiactivos (plomo, 
cromo, uranio y torio, entre otros) que contaminarían acuíferos y 
serían descargados en el golfo de California; además de la dispersión 
por aire de polvo fino que afectaría a población humana, suelo, flora 
y fauna (mas, 2014).

Sin embargo, en un contexto de depresión económica en las zonas 
rurales serranas, se ha generado una expectativa positiva en algunas 
comunidades ante la reactivación minera. Esas expectativas entran 
en conflicto con otros grupos de la sociedad civil que se oponen a 
la megaminería, lo que ha devenido en polarización social (CMSR, 
2014:30). Así, un elemento constante en las disputas que involucran la 
minería (o cualquier otro sector que atente contra la conservación de 
los recursos en el largo plazo) es la ausencia de alternativas de desarro-
llo y que enfrentan a las comunidades en procesos de ruptura social.

La debilidad de los esquemas de representación social y de los 
gobiernos ha propiciado que las intervenciones sean de corta duración 
y que, incluso si detienen el funcionamiento abierto de las minas, no 
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resuelven temas de fondo. Las lecciones derivadas en el caso de Espi-
nar —mencionado previamente— podrían aplicarse al caso mexicano 
con vistas a resolver las asimetrías de poder presentadas en los con-
flictos mineros y construir equilibrios económicos, sociales, culturales 
y ambientales estructurales.

Lo anterior parte de reconocer la necesidad de un facilitador neu-
tral en un proceso en el que se reconozcan: a) los riesgos ambientales 
de la competencia por los recursos naturales y por la distribución de 
los beneficios, así como la importancia del respeto a la autonomía de 
las comunidades y población involucradas, y la visibilización y refor-
zamiento de los instrumentos de fiscalización de la actividad minera 
y del ordenamiento territorial; y b) que permitan atenuar y potenciar 
las perspectivas posextractivismo, de modo que las inversiones sienten 
bases para el fortalecimiento de las capacidades humanas y la diver-
sificación de las actividades económicas (Cooperacción et al. 2016).

La diversificación económica es deseable, pero con actividades 
productivas que aporten encadenamientos y fortalezcan el tejido 
productivo del estado. Esto no es el caso de la minería de oro a cielo 
abierto, que no es complementaria con la estructura productiva predo-
minantemente terciaria del estado. Ello, atendiendo a que la economía 
y la generación de la riqueza que se produce en Baja California Sur 
están ancladas en el sector servicios (casi 74% del PIB en 2012); dentro 
de ellas, el turismo y otras actividades asociadas son sobresalientes. 
Estas actividades, la población y los ecosistemas se verían negativa-
mente afectados.

Los municipios sudcalifornianos donde existe mayor actividad 
minera tienen los índices de marginación relativamente más altos, 
lo que refleja la incapacidad de este sector de detonar un desarrollo 
generalizado en aquellas regiones donde opera. Los proyectos mineros 
metálicos a cielo abierto comprometen las posibilidades de reacti-
vación y diversificación de la actividad turística del estado. Ante las 
señales de agotamiento del modelo turístico tradicional y la necesidad 
que estos destinos tienen de diversificar las opciones que ofrecer a los 
turistas, el turismo de naturaleza y rural se convierte en una opción 
importante. Sin embargo, la minería metálica a cielo abierto compro-
mete esta posibilidad de integrar un producto competitivo integral 
conformado por los centros tradicionales de turismo y las áreas natu-
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rales protegidas y zonas rurales del estado que cuentan con un gran 
potencial turístico.

Las condiciones de aislamiento de Sudcalifornia han generado 
ecosistemas únicos en el mundo, que representan oportunidades ante 
las nuevas tendencias en los mercados turísticos internacionales. Estos 
ecosistemas son frágiles y deben cuidarse. La minería a cielo abierto 
atenta contra ese patrimonio de los sudcalifornianos que pudiera ser 
una fuente de riqueza más sustentable. Siendo Baja California Sur 
uno de los estados más áridos y con menor precipitación pluvial del 
país, las actividades económicas no deben atentar contra la disponi-
bilidad de recurso hídrico. Así, el riesgo de contaminación no puede 
ser aceptable.

6. Consideraciones finales

En el caso de Baja California Sur, la no incorporación de los impactos 
sociales potenciales y de las medidas de mitigación ambiental ante los 
efectos en los ecosistemas por parte de las empresas mineras, sin duda 
fueron elementos relevantes en el descontento social. Además, del lado 
económico, no se incluyeron esquemas de una recaudación local de 
los beneficios mineros, de transparencia y control de los ingresos y 
beneficios mineros que dieran certeza sobre la participación ciudadana 
sostenida en los beneficios mineros en el ámbito local (cmsr, 2014).

El aumento previsible de la escala de los proyectos mineros en 
el futuro, derivado de la gran extensión de superficie concesionada 
para actividades mineras, y la buena posición del oro en los merca-
dos internacionales, sugiere la probabilidad de que continúen los 
proyectos mineros a cielo abierto en Sudcalifornia. Así, aunque se 
promete generación de empleo, la experiencia en otras partes del país 
y del mundo indica que la mayoría sería de baja calificación o bien 
requerirán personal no local. La minería ha sido presentada como 
una solución a las justas demandas de desarrollo de las comunidades 
rurales, pero enmascara en el corto plazo un problema estructural 
relacionado con la debilidad de las capacidades locales y del tejido 
productivo, así como la incapacidad de detonar proyectos de desarro-
llo local sustentables que generen los empleos e ingresos que estas 
comunidades demandan. En ese sentido, como se señaló previamente, 



[ 191 ]

Megaminería a cielo abierto, conservación y conflicto social en México

paradójicamente —porque en muchos casos causa impactos sociales 
y ambientales negativos—, el extractivismo es presentado como pro-
motor del desarrollo.

Lo anterior hace pertinente establecer canales permanentes de 
información y de organización social que promuevan el diálogo entre 
las partes y también garanticen la salvaguarda de los bienes sociales 
y naturales no sólo hacia el futuro sino en el presente. La minería en 
sí no es una actividad indeseable que genera efectos irremediables, 
pero sí lo es el alcance y los procesos de la minería metálica a cielo 
abierto que se promueven en Baja California Sur, especialmente si 
se considera el riesgo de contaminación humana y para el desarrollo 
de los principales sectores económicos en que se ancla la economía 
estatal. Una alternativa de minería sería un aprovechamiento más arte-
sanal y de agregación de valor que extraiga los minerales disponibles 
y fortalezca las economías locales.

Es imperioso que el Estado asuma su responsabilidad de brindar 
alternativas de desarrollo que involucren una mejor planeación y eje-
cución de políticas públicas. Esto incluye no sólo la promoción, sino la 
evaluación y regulación de las inversiones y actividades productivas. 
Ello no implica entorpecer el dinamismo productivo o empresarial, 
sino cumplir su función: garantizar el desarrollo de las diversas regio-
nes del estado con una visión de largo plazo considerando las poten-
cialidades, vocaciones, características económicas, sociales, históricas, 
culturales y también, las limitaciones ambientales del territorio.
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